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La falta de dinamismo de nuestro mercado del traba-
jo requiere de una atención que ha estado ausente.
No parece generar preocupación que las tasas de
participación laboral y de ocupación previas a la

pandemia aún no se hayan recuperado, y que la desocupa-
ción se mantenga más de tres puntos porcentuales por enci-
ma del promedio de la OCDE. Tampoco genera inquietud el
que durante 2024 la tasa de creación de nuevos empleos ha-
ya ido a la baja y que la población de menos calificaciones
parezca tener cada vez menos oportunidades laborales. To-
do esto, en un contexto en que los costos del trabajo están,
por distintas razones, elevándose. Algunos de estos costos
podrán ser traspasados a los trabajadores vía menores sala-
rios, mientras que otra parte
será probablemente absorbi-
da por los empleadores. Pero
a todo ello se agregan además
costos indirectos producto de
la aplicación de regulaciones
laborales “ocultas”, que no
son generadas por los cuerpos legales aprobados en el Con-
greso, sino por el modo en que estas leyes son interpretadas
en decretos administrativos o en procesos fiscalizadores.

Un ejemplo es la forma en que se está aplicando la Ley
Karin. Esta permitía la posibilidad de discernir en el propio
lugar de trabajo si era razonable proceder con una acusación
de acoso laboral. Sin embargo, en su reglamento —un acto
administrativo— esa posibilidad quedó desechada. Segura-
mente primó la desconfianza, sin sopesar que para las orga-
nizaciones no acoger acusaciones verdaderas tendría un
costo reputacional alto. El camino que se instaló así no solo
les resta autonomía a las empresas para decidir en asuntos
que son complejos, sino que tiene el riesgo de afectar las rela-
ciones laborales, dañando las inversiones que se han hecho
en cultivarlas. Además, sobrecarga a la Dirección del Traba-
jo, que debe analizar todas las investigaciones, eleva los cos-
tos de estos procedimientos y les resta credibilidad a las si-

tuaciones efectivas de acoso. 
El próximo 1 de febrero, en tanto, comienza a regir el

Decreto 44 del Ministerio del Trabajo, que se constituye en
un nuevo ejemplo de una forma de activismo administrati-
vista que va más allá de la legislación. Se trata de un nuevo
reglamento que apunta a la gestión preventiva de los riesgos
laborales, pero que, aunque cita un conjunto amplio de cuer-
pos legales y decretos previos, va mucho más allá de lo que
estos definen. Así, se establecen una serie de condiciones
que deben cumplir las empresas, condiciones que no solo
parecen alejadas de la legislación, sino que, en algunos casos,
elevarán los desembolsos que por este concepto deben reali-
zarse. El reglamento, además, establece formas de organizar

los departamentos de preven-
ción de riesgos que, en la
práctica, suponen un involu-
cramiento en decisiones pro-
pias de la gestión de la empre-
sa. Esta debería saber cómo
ordenarse internamente para

abordar los desafíos que se le imponen. El decreto, asimis-
mo, establece nuevas tareas para los comités paritarios y su
involucramiento en decisiones propias de la alta administra-
ción. Parece, entonces, estar promoviéndose en este ámbito
un modelo de gestión sin asidero en ningún cuerpo legal. 

Las preferencias que el aparato administrativo del Esta-
do pueda tener respecto de cómo deben gestionarse las or-
ganizaciones privadas no deberían tener cabida en un decre-
to como este. Parece estar intentándose por esta vía imitar la
potestad reglamentaria que la ley, en casos muy acotados,
hoy entrega a las superintendencias. Este último es un asun-
to que en sí mismo ha sido objeto de debate, pero esas facul-
tades han tenido un soporte en la ley. No es el caso de algu-
nos de los contenidos de este decreto, el cual no tuvo el deba-
te que merecía y, una vez en aplicación, será muy posible-
mente fuente de controversia y otro incentivo para
reemplazar trabajo por nuevos desarrollos tecnológicos. 

Mediante decretos administrativos se está

buscando imponer regulaciones que van más

allá de lo que establece la ley. 

“Activismo” laboral

Este mes las cuentas eléctricas registrarán las últi-
mas alzas dentro del proceso de normalización
tarifaria. Se aplicarán a los hogares con consumos
de menos de 350 kWh mensuales, cuyas cuentas

subirán un 9,5%; los hogares con consumos mayores ya
habían sufrido este aumento. Así, en definitiva, los consu-
midores terminarán pagando en promedio un 55% más
que el año pasado, en un proceso que, entre otros efectos,
ha impactado las cifras de inflación. Resulta aleccionador
revisar la historia de este desajuste.

Fue a fines de 2019 cuando, ante la crisis desatada por el
estallido, y aunque correspondía elevar las tarifas, se decidió,
por el contrario, congelar los precios de los contratos de ge-
neración. Según la ley que se aprobó con ese objeto, la deuda
que entonces se contraería con las empresas sería devuelta
mediante la mantención de los precios en los años siguientes,
cuando las proyecciones indi-
caban que ellos tendrían que
caer. Eso sí, se estableció un lí-
mite máximo para la acumu-
lación de deuda: esta no po-
dría superar los US$1.350 mi-
llones. El problema fue que,
contrario a las predicciones, el dólar y los combustibles su-
bieron bruscamente, y la sequía obligó a recurrir más fre-
cuentemente a la generación diésel, de alto costo. Así, cuan-
do se alcanzó el tope de la deuda, los costos de generar, en
lugar de haber bajado, eran aún mayores. Pero, en vez de
reconocer los nuevos costos, los precios se mantuvieron
constantes, creando más deuda y elevando ahora el tope a
algo más de US$ 3.000 millones en total. Es probable que el
Gobierno, entonces recién asumido, hubiese querido así evi-
tar un alza cuando se discutía una nueva Constitución con la
que estaba comprometido. Como sea, el nuevo límite tam-
bién fue rebasado y la deuda continuó aumentando hasta
2024, cuando superó los US$ 6.000 millones.

Las alzas del año pasado y de este son, pues, necesarias
para reparar el daño generado por no querer adoptar medi-
das impopulares en su momento, cuando habrían tenido un
efecto mucho menor en las tarifas. Ahora los consumidores
sufren la negligencia de un gobierno que asumió una deuda
por ellos sin consultarles. Se agrega a eso el que la autoridad

solo promulgó en 2024 el decreto tarifario de distribución
para el período 2020-2024, lo cual generó otra deuda, esta
vez con las distribuidoras, si bien de menor magnitud, que
también tendrá un efecto en las cuentas futuras. 

Frente a un escenario como este, existe consenso en la
necesidad de subsidios para las familias de menores ingre-
sos. El Ejecutivo decidió, sin embargo, que ese subsidio de-
bía recibirlo el 40% de los hogares y requirió los recursos
para esto. Una fracción menor fue provista por Hacienda y,
entre el aumento en el impuesto al carbón y el alza de recur-
sos del IVA a la electricidad, serían suficientes para atender
a todos quienes han postulado al beneficio luego de dos lla-
mados públicos. El Ministerio de Energía, sin embargo, está
empeñado en llegar al 40% de la población, para lo cual
requiere recursos adicionales y de allí su idea —rechazada
por la Cámara— de impulsar una suerte de expropiación

regulatoria a los pequeños
medios de generación distri-
buida (PMGD).

Esta última es una indus-
tria que ha crecido rápida-
mente. El sector recibe un
subsidio implícito, porque se

pensó que era ventajoso promoverlo debido a que no usa la
congestionada red de transmisión. El subsidio consiste en
que su electricidad se vende a un valor muy superior al de
mercado; la diferencia la pagan los demás generadores. Este
beneficio ha crecido en forma acelerada y, pese a las adver-
tencias, solo a mediados del año pasado se le fijó un límite.
Además, el Gobierno se jugó por extraer parte de estos recur-
sos para poder financiar la extensión del subsidio y llegar a su
meta del 40% de los hogares, aun cuando los interesados han
sido muchos menos. Por esto último, como alternativa, pro-
puso usar lo que sobre de esos dineros para subsidiar la insta-
lación de paneles solares en hogares de bajos ingresos. 

Toda esta experiencia muestra, en definitiva, cómo la in-
tervención en los mercados tiende a perpetuarse, creando
distorsiones cada vez mayores, cuyas consecuencias recaen
finalmente sobre los ciudadanos. Es preferible afrontar direc-
tamente los mayores costos, sin perjuicio de subsidiar a los
más afectados, pero no a quienes muestran no necesitar de
esos apoyos.

Toda esta experiencia muestra cómo la

intervención en los mercados tiende a

perpetuarse, creando más distorsiones.

Alzas eléctricas y subsidios

Al otro lado de
la cordillera tene-
mos el fenómeno
Milei. Y a este lado
irrumpe Johannes
Kaiser con su nue-
vo Partido Nacio-
nal Libertario. Esta
marea libertaria,
que también ha ga-
nado tracción a ni-
vel mundial, no es
lo mismo que el liberalismo clásico.
Son primos, pero no hermanos.

En una entrevista reciente, Axel
Kaiser, referente en la batalla cultural
libertaria, nos dice que el Estado es
un potencial enemigo. Te-
mas complejos como la edu-
cación o la salud se resolve-
rían sin Estado, con váu-
chers. Para un liberal clásico,
el Estado no es un enemigo y puede
jugar un rol en educación y salud pú-
blica. El libertario no cree en la igual-
dad, ni siquiera en la igualdad de
oportunidades. El liberal clásico, en
cambio, reconoce espacios de igual-
dad. Eso sí, para ambas tradiciones,
la justicia y el rule of law son funda-
mentales. De ahí nace ese gran prin-
cipio: todos somos iguales ante la ley. 

La libertad es un concepto indi-
vidual y casi absoluto para un liber-
tario. También es primordial para un
liberal clásico, pero con conciencia de
los demás. Si el individuo libertario
maximiza su utilidad, el liberal clási-
co vive con los demás. Para este, el
precepto de no hacer daño al otro no
sería suficiente. Eso sí, ambos entien-

den la responsabilidad como contra-
cara de la libertad. Para un libertario
solo existe la economía de mercado.
El liberal clásico, en cambio, camina
de la mano de una economía social de
mercado.

No es fácil distinguir al libertario
del liberal clásico. Sin embargo, po-
demos intentarlo recordando dos vi-
sitas que influyeron en nuestra histo-
ria reciente. Milton Friedman, que vi-
no a Chile en 1975 y 1981, sería más
cercano a la corriente libertaria. En te-
mas económicos, Friedman tenía la
película muy clara, tal vez demasiado
clara. En cambio, Friedrich Hayek,
que visitó Chile en 1977 y 1981, se aso-

cia más al liberalismo clásico. Fried-
man sabía lo que había que hacer. Ha-
yek no tenía tanta claridad. Pensaba
que los problemas no eran solo eco-
nómicos, sino también sociales y po-
líticos. Friedman creía en el homo eco-
nomicus que maximiza su utilidad y
en una ciencia económica que puede
predecir el futuro. Tal vez por eso
creía que las soluciones a los proble-
mas sociales eran más simples. Ha-
yek, en cambio, era crítico del tipo de
economía que promovía Friedman.
Ambos economistas y premios nobe-
les encarnan esas diferencias.

A partir de este ejemplo podría-
mos especular sobre el carácter del li-
bertario y del liberal clásico. Un liber-
tario, como Friedman, suele ser más

directo y seguro de sí mismo. El libe-
ral clásico, más dubitativo y humil-
de. Si uno tiene respuestas, el otro
tiene preguntas. El liberal clásico
considera que la realidad es comple-
ja, desconfía del que asegura saber lo
que es mejor para la sociedad y no se
cree los cuentos, ni siquiera los pro-
pios. El libertario se cree algunos
cuentos con tanta fe que a veces cae
en la trampa del dogmatismo. Si el
escepticismo guía al liberal clásico,
unas pocas certezas pueden obnubi-
lar al libertario. Es lo que sucedió con
las tres causales del aborto en el Con-
sejo Constitucional.

Curiosamente, en Chile predo-
mina una rara mezcla: los li-
bertarios conservadores. Los
libertarios que defienden a
rajatabla la libertad indivi-
dual —Ayn Rand y Murray

Rothdbard, por ejemplo— apoyan el
aborto. Como diría Friedman, somos
libres para elegir. Sin embargo, para
el Partido Republicano, el dogma y
las creencias fueron más poderosos
que todo lo demás. Como sea, la en-
trada de Johannes Kaiser por los pa-
los remece la carrera política de la de-
recha. Ahora bien, si el candidato del
Partido Republicano quiere correr
hasta el final, el joven líder del Parti-
do Nacional Libertario prefiere com-
petir en una primaria amplia. Todo
hace prever que JAK no la tiene fácil:
Axel Kaiser ya apodó a su hermano
“Mikele”, un desafiante cóctel de Mi-
lei con Bukele.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Correrías libertarias

Si el escepticismo guía al liberal clásico, unas

pocas certezas pueden obnubilar al libertario.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Leonidas Montes

Si alguien esperaba renovación
o recambio en el PC, lo más probable
es que tenga que seguir esperando.
Por largo rato.

Todo indica que su actual presi-
dente, Lautaro Carmona, y proba-
blemente también su secretaria ge-
neral, Bárbara Figueroa, serán este
fin de semana elegidos por el comité
central comunista para un nuevo pe-
ríodo al mando de la colectividad.
Poco importa el discreto desempeño
de ambos en la reciente elección de
miembros de ese comité central —se
ubicaron, respectivamente, en los
puestos 84 y 52 de las preferen-
cias—; lo clave es la correlación de
fuerzas que quedó instalada en ese
órgano y que bá-
sicamente repro-
duce la ya exis-
tente. A tal punto,
que más de dos
tercios de los ac-
tuales integrantes
fueron reelegidos
para un nuevo
período. Pero ello no debiera llamar
demasiado la atención: en la mejor
tradición leninista, el peculiar siste-
ma de nominación de cargos parece
diseñado para evitar sorpresas y difi-
cultar cambios en la línea partidaria.

En este esquema, en efecto, la
instancia clave es el congreso nacio-
nal de la colectividad, que se convo-
ca cada cuatro años y que fija las
grandes definiciones estratégicas. Se
trata de la culminación de una pirá-
mide que parte con los congresos de
célula, y sigue con los congresos co-
munales y regionales, donde las ins-
tancias de base van eligiendo repre-
sentantes para participar en la ins-
tancia inmediatamente superior.
Así, en el congreso nacional partici-
pan los representantes enviados por
los congresos regionales, pero tam-
bién los miembros del comité central
saliente y representantes de las ju-
ventudes comunistas. El congreso
nacional, sin embargo, no solo define

políticas, sino que maneja la llave pa-
ra entrar al comité central. Y es que
una de sus atribuciones es la de deci-
dir quiénes pueden ser los candida-
tos a este último órgano. Para ello,
luego de “conocer los méritos” de
cada nombre propuesto, debe votar
una lista de postulantes compuesta
por un número igual al de cargos a
llenar, más un tercio a lo menos; la
nómina suele ser el resultado de in-
tensas negociaciones. Así, en el últi-
mo proceso, el congreso propuso
una lista de 135 candidatos para que
de entre ellos los militantes eligieran
a los 96 integrantes del comité cen-
tral. Como se ve, en esta fórmula,
quien logra ser incluido en esa lista

tiene un 75% de
posibilidades de
también ser elec-
to, por lo que el
poder de decisión
de los militantes
es limitadísimo. 

Es por e so
que los números

de las últimas elecciones de comité
central deben analizarse con cautela.
Efectivamente, hay en ellos algunas
señales que llaman la atención, como
el aparente “castigo” sufrido por fi-
guras de la generación joven que
participan en el Gobierno (particu-
larmente la ministra Camila Vallejo)
o la irrupción en el primer lugar de
Fares Jadue, alcalde de Recoleta y
delfín de Daniel Jadue (que a su vez
bajó del segundo al octavo puesto).
Con todo, la bajísima participación
conseguida (unos 5 mil militantes en
un padrón de 45 mil) impide dema-
siadas conclusiones. Particularmen-
te en un partido cuyas estructuras,
como se ve, parecen diseñadas para
definir con anticipación el resultado
y obstaculizar cualquier intento re-
novador. Después de todo, ya lo dijo
hace años el exalcalde Jadue: “el re-
cambio es una verdad sacada de
cuentos de hadas. El PC no funciona
con las lógicas burguesas”. 

El diseño parece

concebido para

obstaculizar cualquier

renovación o cambios.

Democracia estilo PC

Implican disciplina. Conllevan com-
prender que hay algo más grande que mi
propia persona, un Todo, ya sea entendido
como leyes de un ámbito superior o, más
materialmente hablando, normas que
protegen al colectivo social por sobre mi
pulsión individual.

Por eso la consig-
na de “saltarse el tor-
niquete” fue violenta.
Porque aspiraba a
romper las reglas pa-
ra producir un cam-
bio, pero sin aceptar
las consecuencias de
esos actos, que deben
estar implícitas en to-
da desobediencia ci-
vil: acatar el ordena-
miento existente. Si
ese ordenamiento
manda cumplir pe-
nas, que se lleven a cabo no significa que no
se produzca el cambio. Al revés. Y ya tene-
mos archisabidos ejemplos al respecto, co-
mo los de Thoreau, de Luther King o del pro-
pio Mandela o Gandhi. El acato trae el cam-
bio profundo, lo otro es pura frivolidad.

El “saltarse el torniquete”parece en estos
días, más que una consigna, un modus ope-
randi. Una peligrosa constatación de que las
reglas están para ser sobrepasadas. En el
plano material —el de la política por exce-
lencia— es lamentable, porque pone a unos

por sobre otros y ni la
libertad ni la igualdad,
en ese contexto, pue-
den ser resguarda-
das. Se rompe lo míni-
mo necesario para la
sana convivencia.

Ahora, en el plano
espiritual —si acaso
a alguien le impor-
ta— es todavía peor:
saltarse las reglas del
Todo —que cada
cual sabe cuáles son
si hace un examen de
conciencia honesto—

no puede más que, a la larga, llevar a la rui-
na. Claro, si hay honradez genuina, por su-
puesto. Condición imprescindible para toda
revisión, material o espiritual.

D Í A  A  D Í A

Las reglas

ANASTASIA

S I G U E  D I F Í C I L

—Antes, nunca conseguimos alcanzar la Supercopa... Ni ahora que la
suspendieron...
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